RECURSO DE REVISIÓN

SECRETARIA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

Dra. Silvia Eugenia Rocha Torres, Titular del Área de Quejas.

Insurgentes Sur 1971, Álvaro Obregón, 
Guadalupe Inn, 01020 Ciudad de México, D.F. 
Yo, _________________________________________________________, con domicilio en ________________________________________________________

______________________ C.P._________, por mí propio derecho y en mi calidad de quejoso, vengo a interponer en tiempo y forma, recurso de revisión ante la SECRETARIA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, en contra de la respuesta con NUMERO DE OFICIO: AQ/06/904/83135/15,EXP. 2015/CNBV/QU1, con fecha de 26 de noviembre de 2015, y que me fue notificada en fecha ______________________.

La DRA. SILVIA EUGENIA ROCHA TORRES (titular del área de la Secretaria de la Función Pública en la CNBV)se sirve dar a la queja interpuesta contra el presidente y demás servidores públicos de esa CNBV expresando que: estimamos ese órgano de control no ha valorado o analizado a fondo los elementos que dan origen a dicha queja, respondiendo que derivado de las investigaciones realizadas…

“Exclusivamente sobre acciones u omisiones de servidores públicos que pudiesen significar presuntas responsabilidades por el incumplimiento de la obligaciones administrativas señaladas en el art. 8 de la ley federal de responsabilidades administrativas de los servidores públicos se desprendió que no existen elementos suficientes e idóneos para acreditar una causal legitima  de responsabilidad administrativa a cargo del personal adscrito a la CNVB susceptible de ser sancionada conforme al ordenamiento legal antes citado”
Respecto de lo anterior es importante referir que la acción de la SFP no está sujeta a que exista juicio político para derivar la responsabilidad que presuntamente tengan los funcionarios públicos respecto del cumplimiento de sus obligaciones pues entonces resulta limitada y parcial, así como inoperante la labor que dicha secretaria tiene de transparentar las acciones de los funcionarios.

Por otra parte, es parca e insuficiente en su respuesta la DRA. ROCHA TORRES en el análisis y estudio de la queja, toda vez que refiere que no encuentra elementos idóneos e insuficientes, entonces es lógico preguntar cuales si fueron esos elementos que tendrían lógica y cuales aquellos que ella considero insuficientes, resulta de lo anterior que si hay elementos pero que ella no los considero ni suficiente e idóneos, refiero a continuación más específicamente los elementos que si debieron considerarse para establecer la responsabilidad de las autoridades o funcionarios con cuya omisión se causó un daño irreparable a los afectados de LA SOCIEDAD FINANCIERA POPULAR FICREA y que no solo transgreden la propia normatividad interna, también nuestra constitución política así como los derechos humanos contenidos en los tratados signados por México en las convenciones internacionales a mayor abundamiento sería ilógico pensar que los titulares de la SFP en las diversas dependencias debieran esperar una formal sentencia de cualquier instancia judicial o de la misma comisión de los derechos humanos para establecer la comisión de actos que responsablemente llevan a cabo los funcionarios públicos o autoridades que están obligados a vigilar y sancionar cuando así se lo requiera la propia SFP así como a los titulares adscritos a las diferentes dependencia del Gobierno Federal.
A mayor abundamiento a continuación relaciono las irregularidades en que incurrió la CNBV y respecto de las cuales conociendo con antelación el accionar de la SOCIEDAD FINANCIERA POPULAR omitió llevar adelante con las diversas facultades que la ley le otorga para vigilar, proteger y dar seguimiento a la operación de las instituciones financieras que se encuentran a su cargo o bajo su vigilancia.

Es relevante hacer mención en el presente recurso de elementos que no han sido analizados o calificados por la Dra. Rocha Torres y que tienen especial relevancia por la forma y condiciones en que FICREA es constituida y transferida al Sr. Olvera por la familia Coutiño quienes fueron acusados por fraude en un fideicomiso al campo(FICAMPO), y que justo en el momento que los socios se encontraban sujetos a proceso se vendió FICREA a su ultimo propietario el Sr. Olvera Amezcua quien también contaba con antecedentes penales, recibió y autorizo licencia para operar la sociedad lo que tampoco se analizó y estudio por la Dra. Rocha Torres aun existiendo pruebas fehacientes de ello y pudiendo tener acceso a toda la información referente respecto del asunto que nos ocupa quedando viciada de inicio la condición en que opero la SOFIPO, también consta en medios la declaración que hace el responsable de las SOFIPOS dependiente de la CNBV Lic. Chavarría, de los medios impresos y que puede ser consultada en línea, quien declaro que no existía sociedad financiera más segura ni vigilada ni prometedora para llevar a cabo inversiones que la sociedad financiera popular, asegurando la total protección de la autoridad y seguimiento de las operaciones de dichas sociedades.
Observación 1. Operaciones de crédito otorgadas por FICREA cuya fuente de pago proviene de la empresa relacionada Leadman Trade.
“al ser Leadman quien recibe el producto de los créditos otorgados por FICREA, por instrucción de sus clientes y a su vez efectuar los pagos de los mismos, mediante recursos disponibles en la [palabras tachadas] se considera que los financiamientos que presentan esta mecánica operativa, se celebran con una persona relacionada en términos del segundo párrafo del artículo 35 de la LACP, vigente en el momento en que se llevaron a cabo estas transacciones, por lo que constituyen operaciones no autorizadas para FICREA conforme a lo previsto en el primer párrafo de dicho ordenamiento legal”

Observación 2. [tachado] realizadas por [tachado] que provienen de FICREA.

(…)

“Asimismo, al determinarse que el origen real de los recursos con los que se realizaron las aportaciones a nombre de [tachado] provienen de las [tachado] se considera que el registro contable de las mismas en el rubro de [tachado] por [tachado] es indebido, ya que FICREA no tiene permitido dentro de sus operaciones autorizadas bajo ningún mecanismo, ya sea directo o indirecto, el destinar recursos para financiar la constitución de [tachado] que eventualmente se conviertan en [tachado]”.

Observación 3. Operaciones no reconocidas en los estados financieros de FICREA.

“(…) Por las operaciones antes señaladas FICREA estaría incumpliendo lo establecido en el artículo 117 de la LACP al no haber registrado en su contabilidad préstamos otorgados a su empresa relacionada Leadman Trade, S.A. de C.V”.

Observación 4. Préstamos otorgados por FICREA a la empresa relacionada Leadman.

“Los [tachado] incumplirían lo establecido en el primer párrafo del artículo 35 de la LACP, vigente en el momento en que se realizaron las operaciones materia de la observación”.

Observación 5. FICREA no cuenta con evidencia para demostrar el origen de recursos cobrados por créditos otorgados. 

“(…) FICREA no cuenta con información para conocer y soportar el origen de los recursos con lo que se liquidan los créditos”.

Observación 6. Modificación de sus Estatutos Sociales por incrementos en su Capital Social sin aprobación de la Comisión.

“(…) El incremento por [tachado] reconocido por FICREA en el concepto de capital social, reflejado en su información financiera con cifras al 31 de diciembre de 2013, requiere, por su naturaleza, de la modificación de sus estatutos sociales, acto que en términos del antepenúltimo párrafo del artículo 10 de la LACP, requiere de la aprobación de esta Comisión”.

Observación 7. Modificación de tasas de interés en el [tachado]

“La consulta al [tachado] y la revisión de la base de datos de la cartera al 31 de marzo de 2014, que ascendía a [tachado] permitió identificar modificaciones a las tasas de interés originalmente pactadas en las operaciones de crédito que tenía celebradas con 532 clientes, las cuales, de conformidad con la información contenida en la base de datos de cartera al 31 de marzo de 2014, tuvieron un incremento de 15 puntos porcentuales (pp.) en 530 casos y de 25 pp en 2 casos, lo que representó para esa Sociedad un ingreso por [tachado]”.

Observación 8. FICREA no proporcionó los datos de ubicación y localización de sus acreditados. “La administración de FICREA no proporcionó datos detallados de los domicilios y números telefónicos de ninguno de los clientes acreditados, cuya fuente de información fuese [tachado] solicitados al 31 de diciembre de 2013, 31 de enero, 28 de febrero y 31 de marzo de 2014, que conforman el saldo de la cartera de crédito por importes de [tachado] y [tachado] respectivamente”.

Observación 9. Financiamiento de FICREA [tachado] no permitidos por la LACP.

“El reporte regulatorio R01-A 0111 Catálogo Mínimo de FICREA, con cifras al 31 de

Diciembre de 2013, refleja en el concepto 1401 DEUDORES DIVERSOS un saldo por [tachado]”.

Observación 10. El reporte denominado ‘Detalle de movimientos’ que se genera con información del [tachado] contiene una serie de deficiencias que comprometen en su integridad y veracidad.

Observación 11. El [tachado] no genera de manera adecuada el reconocimiento de las operaciones de crédito vencidas.

Observación 12. Información y documentación no proporcionada durante la visita de inspección ordinaria.

Observación 13. Comisiones cobradas por operaciones no previstas en la Ley de Ahorro y Crédito Popular.

Observación 14. Comisiones cobradas por el otorgamiento inicial que no se difieren durante el plazo del crédito.

Observación 15. Tasas de interés pagadas a clientes, diferentes a las establecidas en las políticas de la sociedad.

Observación 16. Los estados de cuenta de inversiones no presentan el monto de los intereses devengados no pagados.

Observación 17. Faltantes de información en expedientes de captación.

Observación 18. Falta de mecanismos de control en la realización de operaciones de captación.

Observación 19. Los manuales de crédito y captación presentan deficiencias.

Observación 20. El responsable de la Administración Integral de Riesgos no presentó para su aprobación, al Consejo de Administración, el manual en esta materia.

Observación 21. Deficiencias en las políticas de administración integral de riesgos.

Observación 22. Inconsistencias en la información enviada a las Sociedades de Información Crediticia.

Observación 23. La Sociedad no cuenta con políticas para la integración y envío de información a las sociedades de información crediticia.

Observación 24. Envío de información a las Sociedades de Información Crediticia sin mecanismos de seguridad.

Observación 25. Inconsistencia en reportes obtenidos del sistema de cartera.

Observación 26. El manual operativo de sistemas no fue presentado al Consejo de Administración para su aprobación.

Observación 27. Falta de revelación de transacciones con partes relacionadas.

El 5 de noviembre de 2014, el Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitió una “atenta nota a la Junta de Gobierno sobre la propuesta de Intervención con carácter de gerencia a FICREA, S.A. de C.V. sociedad Financiera Popular”, en que indicó, en lo que interesa, las acciones y omisiones realizadas por FICREA en contravención al marco legal:

 Incumplimiento en materia de operaciones de crédito.

 Simulación de operaciones.

 Pasivos no reconocidos y no registrados.

 Falta de transparencia en la entrega de información a la CNBV para identificar el flujo de recursos.

 Deficiencias en el establecimiento de controles en materia de prevención de recursos de procedencia ilícita.

 Inconsistencias en los sistemas aplicativos que inciden en una falta de calidad, integridad y veracidad de la información financiera y contable que genera la entidad.

 Violaciones reiteradas al marco legal que le resulta aplicable, a través de una mecánica indebida de operación con personas relacionadas del mismo grupo económico.

Derivado de lo anterior se observa que la CNBV conoció en tiempo y forma de todas y cada una de las acciones que llevo a cabo FICREA que no impuso sanción ni limitación a dichas operaciones, que no alerto ni protegió los intereses de los ahorradores e inversionistas, y que pudo en tiempo y forma haber actuado en apoyo y protección de los mismos a lo anterior se unen la multitud de campañas publicitarias, que en los medios llevo a cabo FICREA para continuar allegándose mayor clientela, así como la referencia que la propia CONDUSEF daba de dicha SOCIEDAD FINANCIERA POPULAR avalando e instando a quienes solicitaron información para invertir en ella, hasta el mismo día que fue intervenida.
Independientemente de las condiciones en que fue intervenida dicha sociedad, recuerdo a esa H. Secretaria, que tanto el presidente de la CNBV así como el presidente de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, comprometieron su palabra en la continuidad de las operaciones de la sociedad financiera, firmando convenio que garantizaba dicha acción habiendo declarado incluso ante los medios que no se liquidaría FICREA y por lo que debemos señalar que la misma Ley de Responsabilidad Administrativa de Servidores Públicos así como el código de ética refieren el incumplimiento de la palabra así como a las funciones y obligaciones que les impone su cargo.

En este sentido, las Comisiones que dictaminan celebran la asunción por parte de la Comisión Nacional Bancaria de la responsabilidad y compromiso de supervisar a las Entidades y Organismos de Integración, a través del área administrativa que corresponda, lo que perfecciona la función de supervisión para cumplir con el objeto de esta Ley.
Mediante oficios números 123-2607/2012 del 9 de enero 2012 (anexo II), 123-2711/2012 del 6 de julio de 2012, 123-2897/2012 del 12 de noviembre 2012 (anexo II), 123-636/2013 del 28 de agosto del 2013 (anexo iv) y de los cuales se desprende que ya desde principios del año 2012, por lo menos, la comisión nacional bancaria y de valores había realizado algunas inspecciones a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P.
Algunos de estos documentos serán proporcionados en el momento procesal oportuno, en el entendido de que de no tener acceso a ellos o de negarnos el estado mexicano dicha información, solicitamos a esa honorable comisión, que los requiriera formalmente al estado mexicano. Incluso con la propia observación que de ellos pueda llevar a cabo in loco. 
A título de ejemplo, presentamos las siguientes observaciones:
Derivado de la revisión de la base de datos con cifras al 30 de septiembre de 2012, se determinó que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., realizó operaciones de captación por un monto mayor a una vez su capital neto, con el tribunal superior de justicia del estado de Coahuila y la empresa CIMER CONSTRUCCIÓN, S.A. DE C.V., por los montos de $75’057,000.00 m.n. (setenta y cinco millones cincuenta y siete mil pesos 00/100 moneda nacional) y $67’578,307.00 m.n. (sesenta y siete millones quinientos setenta y ocho mil trescientos siete pesos 00/100 moneda nacional), respectivamente, que en conjunto suman $142’635,307.00 (ciento cuarenta y dos millones seiscientos treinta y cinco mil trescientos siete pesos 00/100 moneda nacional).
Lo anterior constituye una infracción por parte de FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., a lo establecido en los artículos 36, antepenúltimo y último párrafos, y 37, fracciones IV y VII de la ley de ahorro y crédito popular del estado mexicano. así como lo establecido en el artículo 116, fracción IX DE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Derivado de la revisión a la base de datos de cartera de crédito con cifras al 30 de septiembre de 2012, a los expedientes de crédito DE LEADMAN TRADE, S.A. DE C.V., CARLOS GARCÍA GÓMEZ, MIGUEL LÓPEZ MARROQUÍN E HILDA ESTELA RUÍZ PALACIOS VERA, SE DETERMINÓ QUE FICREA, S.A.  DE C.V., S.F.P., celebró cuatro operaciones en las que la contraparte es una persona física o moral relacionada, las cuales en conjunto representan $7’292,494.00 m.n. (siete millones doscientos noventa y dos mil cuatrocientos noventa y cuatro pesos 00/100 moneda nacional).
Por lo tanto se determinó que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., celebró operaciones en contravención a los artículos 35, primer párrafo y 36, último párrafo de LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Se determinó que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., celebró un contrato con la empresa LEADMAN TRADE, S.A. DE C.V., del cual se deriva que la primera presta a LEADMAN TRADE, S.A. DE C.V., el servicio de otorgamiento de créditos a su cartera de clientes, cobrando dicha sociedad financiera popular una comisión por ello, con lo que contraviene lo dispuesto por el artículo 36 fracción i y último de LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Del análisis al proceso de crédito de FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., se determinó que ésta no evaluó, ni dio seguimiento permanente a cada uno de los créditos que integran su cartera, incluyendo las garantías y a los garantes, ya que no proporcionó documentación alguna que acreditara dicha situación.
Por lo anterior, FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., incumplió con lo establecido en el artículo 116, fracción iii, de LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Se determinó que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., no proporcionó información requerida mediante diversas solicitudes, además de hacer constar en el acta de conclusión del cierre de visita de fecha 7 de febrero de 2013, omitiendo la entrega que se detalla a continuación:
•La muestra de 21 acreditados
•Auxiliares contables
•Estados de cuenta bancarios
•Escrituras públicas de LEADMAN TRADE, S.A. DE C.V. (LEADMAN)
•Estados financieros de LEADMAN TRADE, S.A. DE C. V.
Por lo anterior, FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., contravino lo establecido en los artículos 122 bis de la ley de ahorro y crédito popular, 19 de la ley de la comisión nacional bancaria y de valores y 29 del reglamento de supervisión de la comisión nacional bancaria y de valores.
Derivado de la revisión al manual integral de riesgos, se determinó que el mismo no contenía objetivos, procesos de aprobación, planes de acción en caso de contingencias, mecanismos de corrección, ni modelos y metodologías para la valuación de riesgos.
por lo anterior, FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., incumplió con lo previsto en el artículo 116, FRACCIÓN V DE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Se determinó que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., no cumplió con asegurar que se llevaran a cabo las funciones de contraloría, en relación al establecimiento y seguimiento diario de medidas para vigilar las actividades.
por lo que se observa que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., se apartó de lo previsto en el artículo 116, fracción ii de LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Se estableció que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., no proporcionó la evidencia documental que soportara el hecho de que el área o las personas que desempeñaban las funciones de contraloría, estaban realmente evaluando el funcionamiento operativo de las distintas áreas de la sociedad, así como su apego a los manuales de políticas y procedimientos financieros.
Derivado de lo anterior, FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., incumplió lo establecido en el artículo 116, FRACCIÓN II DE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Resultado de la revisión de los manuales, se determinó que éstos no incluían el relativo a los procesos de integración, reclamaciones y envío de información crediticia a las sociedades de información crediticia, aprobado por el consejo de administración.
Derivado de lo anterior FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., incumplió con lo establecido en el artículo 116, FRACCIÓN II DE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR.
Derivado de la comparación del número de cuentas y montos reportados a dos sociedades de información crediticia, se determinó que se omitió reportar una diferencia de 288 créditos por un monto de $674’942,218.00 m.n. (seiscientos setenta y cuatro millones novecientos cuarenta y dos mil doscientos dieciocho pesos 00/100 moneda nacional).
Derivado de la revisión a las bases de datos de cartera de crédito y los reportes enviados a una sociedad de información crediticia, se desprende que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., no reportó 1,543 (mil quinientas cuarenta y tres) operaciones de crédito.
Lo anterior contravenía lo establecido en el artículo 20, primer párrafo de la ley para regular las sociedades de información crediticia y, además, era una prueba clara y contundente de su situación financiera y operacional, así como del estado de riesgo en el que ya desde ese tiempo se encontraba FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., por lo que ya desde ese entonces debió haber sido intervenida por las autoridades competentes, quienes también debieron haber suspendido sus operaciones y lanzar un comunicado de alerta al público inversionista, a fin de protegerlo y salvaguardar sus ahorros.
Asimismo y no obstante las múltiples revisiones por parte de la autoridad correspondiente, mediante oficio número 123/100877/2014 de fecha 26 de junio de 2014 (anexo v), se consignaron en el anexo 1 del mismo, diversas observaciones y simples recomendaciones que la comisión nacional bancaria y de valores le hizo a FICREA, S.A. DE C.V. S.F.P., respecto de los temas y aspectos que se resumen a continuación:
I. Operaciones de crédito otorgadas por FICREA (SIC), cuya fuente de pago proviene de la empresa relacionada LEADMAN (SIC).
II. Aportaciones para futuros aumentos de capital realizados por Rafael Antonio Olvera Amezcua con recursos que provienen de FICREA.
III. Operaciones no reconocidas en los estados financieros de FICREA.
IV. Préstamos otorgados por FICREA a la empresa relacionada LEADMAN.
V.FICREA no contaba con evidencia para demostrar el origen de recursos cobrados por los créditos otorgados.
VI. Modificación de sus estatutos sociales por incrementos en su capital social sin aprobación de LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES.
VII. Modificación de tasas de interés en el sistema operativo de cartera.
VIII.FICREA no proporcionó los datos de ubicación y localización de sus acreditados
IX. Financiamientos de FICREA A LEADMAN no permitidos por la ley de ahorro y crédito popular.
X. El reporte denominado “detalle de movimientos” que se genera con información del sistema aplicativo de cartera t24, contenía una serie de deficiencias que comprometían su integridad y veracidad.
XI. El sistema aplicativo de cartera t24, no generaba de manera adecuada el reconocimiento de las operaciones de crédito vencidas.
XII. Información y documentación no proporcionada durante las visitas de inspección ordinaria.
XIII. Comisiones cobradas por operaciones no previstas en la ley de ahorro y crédito popular.
XIV. Comisiones cobradas por el otorgamiento inicial que no se difirieron durante el plazo del crédito.
XV. Tasas de interés pagadas a clientes, diferentes a las establecidas en las políticas de la sociedad.
XVI. Los estados de cuenta de inversiones no presentaban el monto de los intereses devengados y no pagados.
XVII. Faltantes de información en expedientes de captación.
XVIII. Falta de mecanismos de control en la realización de operaciones de captación.
XIX. Los manuales de crédito y captación presentaban deficiencias.
XX. El responsable de la administración integral de riesgos no presentó para su aprobación al consejo de administración, el manual correspondiente a esta materia.
XXI. Deficiencias en las políticas de administración integral de riesgos.
XXII. Inconsistencias en la información enviada a las sociedades de información crediticia.
XXIII. La sociedad no contaba con políticas para integración y envío de información a las sociedades de información crediticia.
XXIV. Envío de información a las sociedades de información crediticia sin mecanismos de seguridad.
XXV. Inconsistencia en reportes obtenidos del sistema de cartera.
XXVI. El manual operativo de sistemas no fue presentado al consejo de administración para su aprobación.
XXVII. Falta de revelación de transacciones con partes relacionadas.
Asimismo, mediante oficio número 123/100982/2014 del 16 de octubre de 2014, la comisión nacional bancaria y de valores informó a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., que le iba a practicar una visita de inspección especial a partir del 23 de octubre de 2014 solicitándole para tales efectos, diversa información y documentación.
A través del oficio número 211-2/1293303/2014 del 24 de octubre de 2014, la comisión nacional bancaria y de valores le comunicó a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., una serie de conductas respecto de las cuales “pudo haber incurrido en infracciones a las leyes financieras” y le concedió un plazo de 10 (diez) días hábiles, a fin de que en ejercicio del derecho de audiencia, manifestara por escrito lo que a su derecho conviniera, ofreciera pruebas y formular alegatos.
Derivado de la visita de inspección especial que le fue practicada del 16 de junio al 1º de agosto de 2014, se dijo que pudo haber incurrido en las infracciones siguientes:
I. Deficiencias en la funcionalidad de su sistema automatizado denominado “t-24”.
II. Clientes que carecen de clasificación por grado de riesgo.
III. Deficiencias en la funcionalidad de sus sistemas automatizados para la prevención de lavado de dinero.
Deficiencias respecto de medidas, criterios y procedimientos, a fin de requerir mayor información y revisar una supervisión más estricta a sus clientes en materia de prevención de lavado de dinero.
IV. Establecimiento de los procedimientos y lineamientos para la aprobación de la apertura de cuentas y contratos en materia de prevención de lavado de dinero.
V. Faltas en la clasificación de los clientes en su “política de conocimiento del cliente”.
VI. Falta en la calidad de información en las bases de datos de clientes de captación y de crédito.
Mediante oficio número 211-2/129227/2014 también del 24 de octubre de 2014, la comisión nacional bancaria y de valores volvió a comunicar a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., otra serie de infracciones, “en las que pudo haber incurrido” y de nueva cuenta, le concedió un plazo de 10 (diez) días hábiles a fin de que en ejercicio de su derecho de audiencia manifestara lo que a su derecho conviniere, ofreciera pruebas y formulara alegatos.
Se dijo que tales conductas podrían ser causa de diversas infracciones por haber incurrido en los siguientes actos:
I. Operaciones de descuento que no estaban expresamente autorizadas para poder ser realizadas.
II. Exceso al límite máximo del 7% de su capital neto, en el otorgamiento de créditos.
III. Recepción de depósitos de personas que no estaban autorizadas como depositantes de estas sociedades.
IV. Operaciones de captación por monto mayor a una vez el capital neto de la sociedad.
V. El no reconocimiento en su contabilidad de las erogaciones derivadas de los sueldos y prestaciones de personal, rentas de desarrollo de software y otros gastos operativos.
VI. Aportaciones para futuros aumentos de capital realizadas en especie, en lugar efectivo.
VII. Omisión para registrar los bienes relativos a software, equipo de oficina, telefonía, cámaras y equipo de cómputo.
Por medio del diverso oficio número 211-2/128929/2014 igualmente del 24 de octubre de 2014, la comisión nacional bancaria y de valores le hizo saber a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P. (FICREA), una nueva serie de infracciones “en las que pudo haber incurrido”, otorgándole también un plazo de 10 (diez) días hábiles a efecto de que manifestara lo que a su derecho conviniere, ofreciera pruebas y formulara alegatos.
Tales conductas irregulares consisten en lo siguiente:
I. Aportaciones de capital del socio mayoritario RAFAEL ANTONIO OLVERA AMEZCUA.
II. Préstamos de FICREA A LEADMAN no registrados en la contabilidad.
III. Pasivos de FICREA con LEADMAN.
IV. Incrementos del capital sin la previa modificación a los estatutos sociales.
V. Omisión en los datos detallados de los domicilios y número telefónicos de sus acreditados.
VI. Cuentas por cobrar a cargo de LEADMAN.
VII. No proporcionar información y documentación relevante y fundamental para el apropiado desarrollo y conclusión de la visita de inspección ordinaria.
VIII. Recepción de otras comisiones y tarifas cobradas.
IX. Comisiones por estructuración.
IX. Tasas de interés pagadas a clientes, diferente de la tasa establecida en las políticas de FICREA.
XI.  Faltantes de información y documentación en operaciones de captación.
XII. Cartas de instrucciones con firmas pero sin ningún otro dato, en operaciones de captación.
XIII. Falta de canales de comunicación entre las áreas operativas de FICREA.
XIV. Inconsistencias en su manual de administración de riesgos.
XV. Falta de políticas y procedimientos relativos al proceso de integración y envío de información crediticia a las sociedades de información crediticia.
XVI. Deficiencias de control interno en el envío de información a las sociedades de información crediticia.
XVII. contratos de colaboración y prestación de servicios entre FICREA Y BAUS AND JACKMAN LEASING, S.A. DE C.V.
XVIII. Inconsistencias en la información enviada a sociedades de información crediticia.
A través del oficio número 211-2/129313/2014 del 24 de octubre de 2014, la comisión nacional bancaria y de valores le comunicó a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P. diversas conductas que podían constituir infracciones y le concedió un plazo de 10 (diez) días hábiles para que manifestara lo que a su derecho conviniere, ofreciera pruebas y formulara alegatos.
Las conductas irregulares detectadas consisten en lo siguiente:
I. Falta de perfil transaccional de sus clientes en sus sistemas automatizados.
II. Falta de funcionalidad para detectar y monitorear operaciones realizadas en una misma cuenta, en sus sistemas automatizados.
III. Inexistencia de una base de datos consolidados de las diferentes cuentas y contratos de un mismo cliente, en sus sistemas automatizados.
IV. Falta de clasificación de sus clientes por grado de riesgo a partir de abril de 2012 para efectos de prevención de lavado de dinero.
V. Falta de medidas en su política de conocimiento del cliente, para actualizar cuando menos una vez al año, los expedientes de identificación de sus clientes clasificados como de alto riesgo y de los que consideraba como personas políticamente expuestas.
VI. Su política de conocimiento del cliente, no contemplaba los criterios, medidas y procedimientos que se requerían para aplicar a sus clientes clasificados como de alto riesgo, así como a los clientes nuevos, cuestionarios de identificación que le permitieran obtener mayor información sobre el origen de los recursos.
VII. Su política de conocimiento del cliente no contaba con criterios, medidas y procedimientos documentados para requerir mayor información y realizar una supervisión más estricta.
VIII. No se establecieron los procedimientos y medidas tendientes para identificar a los propietarios reales de los recursos cuando estos fuesen personas morales mercantiles y clasificadas como de alto riesgo.
IX. No acreditó haber desarrollado un programa de difusión, que tuviera por objeto dar a conocer las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 124 de la ley de ahorro y crédito popular.
X. Inexistencia del “formato de visita ocular”.
XI. Respecto de un cliente políticamente expuesto, no determinó si su comportamiento transaccional correspondió razonablemente con sus funciones, nivel y responsabilidad.
XII. Fallas en los documentos relativos a “consideraciones para, en su caso, modificar el grado de riesgo previamente determinado”.
XIII. Las modificaciones a su documento de políticas no fueron presentadas en tiempo a la comisión nacional bancaria y de valores.
XIV. No remitió a la secretaría de hacienda y crédito público la información relativa a la integración de su comité de comunicación y control.
XV. No se informó a la secretaría de hacienda y crédito público el nombramiento de su oficial de cumplimiento.
XVI. Los datos y documentos de identificación de clientes estaban incompletos.
No obstante, estas anomalías ya conocidas por la comisión nacional bancaria y de valores, así como la CONDUSEF y autoridades financieras, el 31 de octubre de 2014, la misma CONDUSEF publicó que ésta misma institución “beneficia a los usuarios de FICREA” (anexo vi), con la respectiva evaluación de SOFIPOS, donde FICREA está aprobada, arriba del promedio, entre las recomendadas para invertir.
De igual manera, a efecto de demostrar la omisión del estado mexicano y de su sistema financiero, enseguida señalaremos los preceptos de diversas leyes mexicanas que resultan exactamente aplicables al caso concreto, toda vez que imponen las obligaciones que fueron flagrante, grotesca e inexcusablemente incumplidas por la comisión nacional bancaria y de valores.
En ese tenor, transcribimos el citado segundo párrafo del artículo 113 de LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS:
“La responsabilidad del estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.”
Como dispone el párrafo transcrito con antelación, el estado mexicano será responsable de manera objetiva y directa por su actuar administrativo irregular, entendiéndose por éste, de conformidad con lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 1º de LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO, lo siguiente:
“Para los efectos de esta ley, se entenderá por actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.”
Asimismo, de conformidad con lo previsto en los artículos 1, 2, 4, FRACCIONES I Y XXXVIII, Y 5 DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y de valores (ANEXO VII), este órgano desconcentrado tiene por objeto supervisar y regular en el ámbito de su competencia a las entidades integrantes del sistema financiero mexicano, a fin de procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así como mantener y fomentar el sano y equilibrado desarrollo de dicho sistema en su conjunto, en protección de los intereses del público, además de ejercer las facultades que le son atribuidas por otras leyes.
En el ejercicio de dichas facultades y con fundamento en los artículos 47, 120 Y 121 DE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR; 1, 2, 4, FRACCIONES I, II, III Y V, 5, 8, FRACCIONES I A III, 19 y 20 del reglamento de supervisión de LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES PUBLICADO en el diario oficial de la federación el 18 de enero de 2005, modificado mediante decreto publicado en el mismo órgano informativo el 23 de abril de 2012, LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES ESTÁ FACULTADA PARA ACTIVAR VISITAS de inspección ordinaria y especiales a las sociedades financieras populares, y específicamente como se establece en los siguientes artículos de la ley de la comisión nacional bancaria y de valores.
Todos y cada uno de los hechos los relacionamos con los preceptos de violación ya mencionados con anterioridad en la presente denuncia
LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES
“ARTÍCULO 1.- Se crea la comisión nacional bancaria y de valores como órgano desconcentrado de la secretaría de hacienda y crédito público, con autonomía técnica y facultades ejecutivas en los términos de esta ley.”
“ARTÍCULO 4.- Corresponde a la comisión nacional bancaria y de valores:
I.-Realizar la supervisión de las entidades financieras
…
IX.-Procurar a través de los procedimientos establecidos en las leyes que regulan al sistema financiero, que las entidades cumplan debida y eficazmente las operaciones y servicios, en los términos y condiciones concertados, con los usuarios de servicios financieros;
…
XI.- Autorizar la constitución y operación de aquellas entidades que señalan las leyes y, en su caso, acordar la revocación de dichas autorizaciones, así como determinar el capital mínimo y los requerimientos de capitalización a los que deberán sujetarse las entidades conforme lo señalen las leyes;
…
XIV.- Ordenar la suspensión de operaciones de las entidades de acuerdo a lo dispuesto en esta ley;
…
XV.- Intervenir administrativa o gerencialmente a las entidades, con objeto de suspender, normalizar o resolver las operaciones que pongan en peligro su solvencia, estabilidad o liquidez, o aquellas violatorias de las leyes que las regulan o de las disposiciones de carácter general que de ellas deriven, en los términos que establecen las propias leyes;
…
XIX.- Imponer sanciones administrativas por infracciones a las leyes que regulan la actividades, entidades y personas sujetas a su supervisión, así como a las disposiciones que emanen de ellas y en su caso, coadyuvar con el ministerio público respecto de los delitos previstos en las leyes relativas al sistema financiero;
…
XXIII.- Elaborar y publicar estadísticas relativas a las entidades y mercados financieros, indicadores de solvencia, estabilidad y liquidez, así como realizar y difundir estudios y estimaciones de escenarios de mercados que permitan la comparabilidad de información.
Asimismo, la comisión podrá publicar muestras representativas de bases de datos relativas a operaciones y servicios de las entidades o de segmentos de los mercados del sistema financiero, siempre que la información correspondiente no contenga información reservada o confidencial;
…”.
De las fracciones transcritas del artículo 4 de la ley que nos ocupa, se desprende en forma clara, nítida e indiscutible, que la comisión nacional bancaria y de valores tiene las facultades de ordenar la suspensión de las operaciones de captación de recursos del público en general que había venido realizando FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., al ser evidente que dichas operaciones estaban poniendo en peligro de manera grave la solvencia, estabilidad y liquidez de la citada sociedad financiera popular, con las muy negativas y catastróficas consecuencias que esto tuvo para todos los reclamantes que por ahora no contamos con los recursos y ahorros que invertimos en la misma, violentando nuestro derecho a una vida digna, así como los demás derechos humanos relacionados al inicio de la presente.
En el mismo sentido y en abono de la actuación pasiva, indolente negligente, deficiente e insuficiente de las autoridades financieras en contra de las personas que venimos a interponer esta denuncia, resulta pertinente referirnos, en lo conducente, a los siguientes párrafos del artículo 5 de la misma ley:
“ARTICULO 5.- La supervisión que realice la comisión se sujetará al reglamento que al efecto expida el ejecutivo federal y comprenderá el ejercicio de las facultades de inspección, vigilancia, prevención y corrección que le confieren a la comisión esta ley, así como otras leyes y disposiciones aplicables.
La supervisión de las entidades financieras tendrá por objeto evaluar los riegos a que están sujetas, sus sistemas de control y la calidad de su administración, a fin de procurar que las mismas mantengan una adecuada liquidez, sean solventes y estables y, en general, se ajusten a las disposiciones que las rigen y a los usos y sanas prácticas de los mercados financieros. Así mismo, por medio de la supervisión se evaluarán de manera consolidada los riesgos de entidades financieras agrupadas o que tengan vínculos patrimoniales, así como en general el adecuado funcionamiento del sistema financiero.
La inspección se efectuará a través de visitas, verificación de operaciones y auditoría de registros y sistemas, en las instalaciones o equipos automatizados de las entidades financieras, para comprobar el estado en que se encuentran estas últimas.
La vigilancia se realizará por medio del análisis de la información económica y financiera, a fin de medir posibles efectos en las entidades financieras y en el sistema financiero en su conjunto.
…
La prevención y corrección se llevarán a cabo mediante el establecimiento de programas, de cumplimiento forzoso para las entidades financieras, tendientes a eliminar irregularidades.  Asimismo, dichos programas se establecerán cuando las entidades presenten:
Desequilibrios financieros que puedan afectar su liquidez, solvencia o estabilidad, pudiendo en todo caso instrumentarse mediante acuerdo con las propias entidades. …”.
Como se observa, era obligación de LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA y de valores supervisar y regular a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P. por tener ésta el carácter de una sociedad financiera popular y, por ende, integrante del sistema financiero mexicano, para mantener y fomentar su sano y equilibrado funcionamiento, en protección de los intereses de su público usuario.
Se desprende de los antecedentes y hechos ya relatados, que, es claro, evidente, incuestionable e inobjetable, que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., incurrió en conductas irregulares que estaban sujetas a un período “de solventación”, que incluía no sólo la corrección, sino también el acreditamiento por parte de la autoridad, de las imprecisiones, vicios y omisiones en que incurrió.
Con base en estas evidencias, el deber de control por parte de LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES, necesariamente implicaba acciones inmediatas, urgentes y contundentes que permitieran darle contenido y sentido a su facultad de control, vigilancia y regulación. 
LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES no actuó con la rapidez, celeridad, oportunidad, prontitud y eficacia con que estaba obligada a hacerlo para evitar que FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P. siguiera operando y, consecuentemente, causando daños patrimoniales a todos los ahorradores que depositaron ante dicha entidad su confianza y su dinero.
Ahora bien, según consta en medios públicos y privados de comunicación, la comisión nacional bancaria y de valores realizó el 7 de noviembre de 2014 (anexo viii), la intervención gerencial a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., argumentando que desde el mes de febrero de dos mil catorce, detectó operaciones financieras irregulares, ordenando la suspensión de sus operaciones, congelando por un lado todos los fondos, entre los que se encuentran los ahorros e inversiones de los hoy peticionarios y por otro lado, determinando unilateralmente la renovación automática en los mismos términos y plazos ya convenidos  de los pagarés.
Con dicha intervención gerencial, se informó a los ahorradores afectados en comunicado de prensa, publicado en la página de CONDUSEF con fecha 11 de noviembre de 2014, que con el objeto de salvaguardar los intereses de los ahorradores y preservar la estabilidad de la SOFIPO, lo primero que se haría es preservar la solvencia y operación de FICREA, por lo que de manera temporal los clientes que tuvieran cuentas de depósito a la vista o inversiones a plazo no podrían retirar su dinero; y de acuerdo a sus vencimientos, las inversiones en pagarés o certificados de depósito se “renovarían de manera automática en los mismos términos y plazos ya convenidos” (ANEXO VIII BIS).       
Asegurando que la intervención fue realizada en tiempo y que los fondos y patrimonio de los ahorradores estaban plenamente asegurados y que no corrían ningún riesgo, situación que al día de hoy es totalmente falsa en razón de nuestro patrimonio, ya que en ningún momento han sido salvaguardados, convirtiendo nuestro patrimonio de inversión de rendimiento fijo en capital de riesgo, en virtud de no contar a la fecha con la certeza de su recuperación, juntamente con sus intereses, así como tampoco del tiempo en que nos veremos retribuidos o resarcidos de él.
Es innegable que la secretaría de hacienda y crédito público y particularmente la comisión nacional bancaria y de valores, no ejercieron sus facultades a efecto de proteger el patrimonio de los ahorradores, ahora defraudados, incumpliendo en todo con el comunicado referido.
En vista de tales circunstancias, muchos de los ahora denunciantes acudimos en su momento, ante la comisión nacional para la protección y defensa de los usuarios de servicios financieros (CONDUSEF), a fin de obtener la protección, defensa y tutela, en contra de las acciones realizadas por la comisión nacional bancaría y de valores en relación a la deficiente, omisa y prácticamente nula supervisión y vigilancia de las actividades de FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., en nuestro carácter de público usuario de los servicios financieros prestados por la ya citada sociedad financiera popular, sin haber recibido protección alguna.
De manera sorprendente e inexplicable la CONDUSEF, se ha abstenido de cumplir con las funciones y atribuciones que le confiere la ley de protección y defensa al usuario de servicios financieros, en flagrante violación y en perjuicio de los legítimos intereses y derechos de los ahora reclamantes, de lo dispuesto por los artículos 1, 2 FRACCIONES I, II Y IV, Esta última en lo conducente, 4 Y 11 de dicha ley.
La CONDUSEF en su carácter de ombudsman de los usuarios de los servicios financieros, debe ser un defensor intenso y activo de los ahorradores que presentamos esta denuncia, sin embargo, a raíz de la intervención, en las diversas reuniones que los ahorradores sostuvimos con la CONDUSEF, se establecieron minutas y acuerdos de trabajo que los funcionarios de diversas instituciones federales firmaron en su carácter de  titulares y funcionarios públicos, los cuales desconocieron y no respetaron o incumplieron en las siguientes fechas:
1. Acuerdos del19 de noviembre de 2014.
2. Minuta de la reunión del 26 de noviembre de 2014.
3. Minuta de la reunión del 5 de diciembre de 2014.
4. Reunión de ahorradores y funcionarios del 12 de diciembre de 2014. 
5. Minuta de trabajo del15 de diciembre de 2014.
Inexplicablemente su titular, el señor MARIO DI COSTANZO ARMENTA, actuó parcialmente defendiendo al ente fiscalizador (CNBV) y menospreciando las justas pretensiones de los ahorradores, acusándonos de “ambiciosos por pretender obtener mejores tasas de interés y carecer de cultura financiera”, lo que resulta un verdadero agravio a la inteligencia de los afectados que decidieron invertir en una institución financiera registrada, avalada y supervisada por el sistema financiero mexicano.
Estas acusaciones realizadas durante las reuniones sostenidas entre ahorradores y autoridades, se encuentran grabadas y filmadas en poder de la misma autoridad.
En relación a estos hechos, los ahora peticionarios realizamos las referidas reuniones con funcionarios de LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES, PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS, en donde se informó y reiteró a los ahora peticionarios que la intervención gerencial fue en tiempo y que no había ningún riesgo del patrimonio de los ahorradores confiado a la sociedad financiera popular FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., situación que resultó absolutamente falsa.
A continuación, se señalan los documentos, así como los preceptos legales violentados de la legislación mexicana, complemento de los ya referidos:
A. Comunicado de fecha 7 de noviembre de 2014 (anexo viii), publicado en el sitio web oficial tanto de la comisión nacional para la protección y defensa de los usuarios de servicios financieros (CONDUSEF) como de LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV) TITULADO “INTERVENCIÓN GERENCIAL A FICREA POR PARTE DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES”, el cual no se muestra suscrito por organismo alguno, únicamente se plasmaron los logotipos de la CONDUSEF, DE LA CNBV, LA SHCP Y DEL FONDO DE PROTECCIÓN.
I. Este documento es violatorio del artículo 16 CONSTITUCIONAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS al no encontrarse debidamente fundado y motivado, a lo largo del mismo, no se precisan los artículos que dan lugar a la resolución de la junta de gobierno.
II. Este mismo comunicado, señaló que en virtud de las visitas de inspección realizadas en materia financiera, operativa, de riesgo y de evaluación del cumplimiento en materia de prevención de lavado de dinero, la junta de gobierno de la CNBV aprobó la intervención gerencial. sin embargo, éste sirvió únicamente como el pretexto para declarar dicha intervención pues a la fecha ni la CNBV, ni la interventoría gerencial, ni las autoridades han emitido declaración alguna a la sospecha de dicho delito de lavado de dinero.
III. De igual forma, en el mismo se precisó que el objetivo principal de dicha intervención gerencial era el preservar los ahorros del público inversionista, lo cual también ha sido violado por diversos organismos pertenecientes al sistema financiero mexicano, principalmente por la CONDUSEF quien ha atentado contra su propia naturaleza y fin creador, tal y como más adelante se señala.
IV. También resulta una violación de este comunicado el haberse establecido que el comité de protección al ahorro, acordó la suspensión parcial de las operaciones, lo cual desde que se intervino gerencialmente a FICREA no sucedió, pues a partir del 7 noviembre de 2014, se realizó una suspensión total.
V. Finalmente, también resulta violatorio lo establecido en dicho comunicado respecto al supuesto compromiso inquebrantable del gobierno de la república a través de la autoridades financieras de supervisar y vigilar la normativa aplicable, pues resulta evidente, claro y contundente, que de haber cumplido la CNBV son sus obligaciones, el fraude orquestado por el probable responsable RAFAEL OLVERA AMEZCUA (ACCIONISTA MAYORITARIO DE FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P.), no sería de la magnitud que en diversas ocasiones el presidente de la CNBV, JAIME GONZÁLEZ AGUADÉ, ha declarado, señalando que “el hueco financiero encontrado es enorme”. 
Esto nos lleva a una premisa lógica:  
Sí la CNBV hubiese actuado a tiempo en cumplimiento de sus obligaciones de vigilancia y supervisión, el hueco financiero en FICREA que refiere el presidente de la CNBV, no debería ser del tamaño que él aduce.
La CNBV en plena violación a su ordenamiento legal que la rige, incumplió con sus obligaciones ahí previstas, por  lo que “el hueco”, no debió existir, lo que deviene en responsabilidad de las instituciones y servidores públicos involucrados.
B. Minuta de reunión de fecha 26 de noviembre de 2014, suscrita por el presidente de la CONDUSEF MARIO DI COSTANZO ARMENTA, EL PRESIDENTE DE LA CNBV, JAIME GONZÁLEZ AGUADÉ, EL VICEPRESIDENTE DE SUPERVISIÓN DE LA CNBV, GABRIEL DÍAZ LEYVA, EL VICEPRESIDENTE JURÍDICO DE LA CNBV EDGAR BONILLA DEL ÁNGEL, EL VICEPRESIDENTE TÉCNICO DE LA CONSUSEF, LUIS FABRE PRUNEDA, EL VICEPRESIDENTE DE DELEGACIONES, RODRIGO REYNA LICEAGA, EL VICEPRESIDENTE JURÍDICO DE LA CONDUSEF, EDNA BARBA Y LARA, INTERVENTOR DE FICREA FEDERICO MANUEL LÓPEZ CÁRDENAS y un grupo de ahorradores representantes de los intereses de todos ellos.
I. Este documento con firmas autógrafas de dichos funcionarios públicos fue contravenido en todos sus términos en una flagrante violación al artículo octavo de LA CONSTITUCIÓN DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, el cual establece lo siguiente:
“ARTÍCULO 8. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en material política sólo podrán hacer uso de ese derecho, los ciudadanos de la república.
A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.”
II. Los acuerdos expresos pactados por escrito en esta minuta son, entre otros, los siguientes:
“1. Se acuerda por parte de las autoridades y ahorradores, que el objetivo es trabajar conjuntamente para reactivar a la sociedad financiera popular (FICREA), bajo un esquema viable.
…
3. El próximo miércoles 3 de diciembre se fijarán las condiciones y la fecha para la reapertura de FICREA o cualquier denominación.”
C. Minuta de reunión de fecha 5 de diciembre de 2014 , suscrita por el presidente de la CONDUSEF, MARIO DI COSTANZO ARMENTA, el presidente de la CNBV, JAIME GONZÁLEZ AGUADÉ, el vicepresidente de supervisión de la CNBV, GABRIEL DÍAZ LEYVA, el vicepresidente jurídico de la CNBV, EDGAR BONILLA DEL ÁNGEL, el vicepresidente técnico de la CONDUSEF, LUIS FABRE PRUNEDA, el vicepresidente de delegaciones, RODRIGO REYNA LICEAGA, el vicepresidente jurídico de la CONDUSEF, EDNA BARBA Y LARA, el interventor de FICREA FEDERICO MANUAL LÓPEZ CÁRDENAS y un grupo de ahorradores representantes de los intereses de todos ellos.

I. Este documento con firmas autógrafas de los funcionarios públicos, fue contravenido en todos sus términos en una flagrante violación al artículo 8 constitucional, al cual ya se hizo referencia.
III. El acuerdo expreso pactado por escrito en esta minuta y que consideramos de importancia, es el siguiente:
“1. En virtud de que las autoridades no cuentan con la información suficiente para dar cumplimiento al acuerdo número 3 de la minuta de trabajo del 26 de noviembre, se acuerda que “antes de que concluya el presente mes, las autoridades, con el objetivo de salvaguardar los recursos (capital más intereses) de los ahorradores, informarán de una solución definitiva, para lo cual convocarán con al menos un día de antelación al comité representante de ahorradores…”
Violando de manera flagrante y dolosa este acuerdo y todos los demás, los titulares de los organismos públicos que suscribieron dicho documento.
D.Comunicado de fecha 19 de diciembre de 2014, publicado en el sitio web oficial de la CONDUSEF titulado “RESOLUCIÓN DE FICREA, S.A. DE C.V. SOCIEDAD FINANCIERA POPULAR”, el cual no se muestra suscrito por algún organismo determinado, únicamente se plasmaron los logotipos de la CONDUSEF, de la CNBV, LA SHCP y del fondo de protección.

El documento nos fue entregado en la reunión de trabajo de dicha fecha por los titulares de los organismos públicos que en él se mencionan y fue publicado en el diario oficial de la federación (DOF) el día 23 de diciembre de 2014 mediante el cual se hizo pública la disolución y liquidación de FICREA.
en sus párrafos octavo y noveno, establecen que al mes de octubre del 2014, existían $6,284,000,000 (seis mil doscientos ochenta y cuatro millones de pesos) y que se trasfirieron a empresas relacionadas $5,900,000,000 (cinco mil novecientos millones) de pesos, sin embargo, solamente se pudo constatar la integración de expedientes de arrendamiento por $3,200,000,000 (tres mil doscientos millones de pesos).
el resto de los recursos, $2,700,000,000 (dos mil setecientos millones de pesos) se utilizaron para transferencias al extranjero, compra de bienes muebles e inmuebles de uso no relacionado con las actividades de la sociedad financiera. 
I. Esta publicación resulta violatoria de los artículos 182 fracción IIy 183 de LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES (LGSM), al no haberse acordado la disolución anticipada de FICREA mediante asamblea extraordinaria de accionistas, como lo prevé el primero de los artículos invocados, ni existir convocatoria alguna para la supuesta sesión extraordinaria celebrada el 17 de diciembre de 2014, en contravención al último artículo invocado.
II. Asimismo, viola lo dispuesto por los artículos 164, 166 y 194 de la ley general de sociedades mercantiles al no haber considerado en los términos de ley al comisario de FICREA, como órgano de vigilancia de esta sociedad en el presente asunto.
IV. La CNBV se abstiene hasta la fecha, de proporcionar o dar a conocer en forma completa y transparente, los documentos en los que funda tales aseveraciones, en virtud de que efectivamente, desde el año 2012 conocían de las relaciones fraudulentas que tenía la sociedad financiera popular FICREA con sus empresas relacionadas.
Cabe mencionar que el informe que rindió la calificadora HR RATINGS el 13 de abril del año 2012, ya establecía las operaciones irregulares que llevaba a cabo FICREA y que refiere que, desde esa fecha, existía relación entre FICREA Y LEADMAN. Esta última como arrendadora financiera, también es regulada por la CNBV.

Como se aprecia en el oficio de fecha 19 de diciembre de 2014, LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES por conducto de su presidente, JAIME GONZÁLEZ AGUADÉ, sorpresivamente informó que determinaron revocar la autorización de FICREA, S.A. DE C.V.,S.F.P., para continuar como sociedad financiera popular y que procederían a su liquidación, por lo que los ahorradores y ahora peticionarios deberían solicitar el pago del seguro de protección a los ahorros equivalente a 25 mil unidades de inversión “UDIS” (son unidades de valor que establece el banco de México para solventar las obligaciones de los créditos hipotecarioso de cualquier acto mercantil o financiero) que en pesos mexicanos es el equivalente aproximado a $131,500.00 (ciento treinta y un mil quinientos pesos 00/100 m.n.), y que de manera inmediata harían líquidos todos los bienes DE FICREA, S.A. DE C.V. S.F.P. y con su valor, pagar proporcionalmente a cada ahorrador, pero ya no el total de su inversión, sino sólo lo que alcanzara de la venta de activos, dejando con esto en total estado de indefensa a los ahorradores que tenemos invertidos cantidades mayores al citado seguro.

es sorprendente la indolencia e irresponsabilidad en la observancia de aquellas operaciones que conoció y debió acotar o impedir la autoridad cuando incluso fue permisiva conociendo de inversiones millonarias efectuadas por gobiernos de los estados de la unión así como de municipios e incluso instituciones bancarias, como lo son banco SANTANDER y BANCO MULTIVA, que a su vez reinvirtieron capital depositado en ellas para obtener mayores rendimientos en FICREA S.A DE C.V SFP, incluyendo al propio tribunal superior de justicia del distrito federal y del estado de Coahuila que invirtieron en esta institución, depositando en ella sus recursos y/o fondos de jubilación.
Cabe mencionar, en entrevista pública el magistrado presidente del tribunal superior de justicia del distrito federal declaró que realizaron una investigación exhaustiva sobre la viabilidad de invertir en FICREA, recurriendo a las instancias competentes como CNBV Y CONDUSEF, habiendo obtenido respuesta positiva y sin el menor riesgo para realizar las inversiones
¿Acaso todas estas instituciones o entidades y autoridades carecen de cultura o información financiera para invertir?
El sistema financiero mexicano conoció de todas estas operaciones, las avaló y sancionó.

Todo lo anterior contrasta con el resultado de la calificación hecha por HR RATINGS, HR BBB-HR3, los estados financieros presentados por FICREA y avalados por la CNVB y el emitido por el interventor designado por la misma, el LIC. FEDERICO LÓPEZ CÁRDENAS, con fecha 18 de diciembre de 2014, dirigido a EDGAR MANUEL BONILLA DEL ÁNGEL, subdirector jurídico de la CNBV, a quien informa y certifica que a octubre del 2014, FICREA cuenta con un capital de más de $7, 000, 000,000 (siete mil millones de pesos), suficiente para liquidar a los ahorradores e inversionistas reintegrando el 100% del capital invertido en FICREA. 

En dicho informe también se menciona que LEADMAN TRADE cede la cartera y bienes con que cuenta a un FIDEICOMISO DE NACIONAL FINANCIERA (NAFIN). 

Es importante destacar que posterior a la fecha de intervención, se permitió la trasferencia millonaria de capital de FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P. a su filial en España, después de que dicha sociedad se encontraba ya bajo investigación e intervenida, como se publicó en diversos medios del país.
Como complemento y prueba de lo anterior, así como de las múltiples omisiones que la autoridad ha cometido en contra de la colectividad de ahorradores, se encuentra la falta absoluta a las regulaciones internas o legislación que la faculta para vigilar proteger y sancionar el funcionamiento de las entidades financieras en territorio mexicano establecido en la ley de protección y defensa al usuario de servicios financieros.
TÍTULO SEGUNDO

De las facultades, dirección y administración de la comisión nacional para la defensa de los usuarios de servicios financieros (CONDUSEF)

CAPÍTULO I

DE LAS FACULTADES DE LA COMISIÓN NACIONAL

ARTÍCULO 10.- La comisión nacional cuenta con plena autonomía técnica para dictar sus resoluciones y laudos, y facultades de autoridad para imponer las sanciones previstas en esta ley.
ARTÍCULO 11.- La comisión nacional está facultada para:
I. Atender y resolver las consultas que le presenten los usuarios, sobre asuntos de su competencia
II. Atender y, en su caso, resolver las reclamaciones que formulen los usuarios, sobre los asuntos que sean competencia de la comisión nacional
V. Ejercitar la acción colectiva o asumir la representación de la colectividad de conformidad con lo dispuesto en el libro quinto del código federal de procedimientos civiles, cuando se realicen actos, hechos u omisiones que vulneren los derechos e intereses de una colectividad de usuarios.
V. Promover y proteger los derechos del usuario, así como aplicar las medidas necesarias para propiciar la seguridad jurídica en las relaciones entre instituciones financieras y usuarios;
Expedir, cuando así proceda, a solicitud de parte interesada y previo el pago de los gastos correspondientes, copia certificada de los documentos que obren en poder de la misma, siempre y cuando se compruebe fehacientemente el interés jurídico.
IX. Emitir recomendaciones a las autoridades federales y locales para coadyuvar al cumplimiento del objeto de esta ley y al de la comisión nacional
IX. Emitir recomendaciones a las instituciones financieras y hacerlas del conocimiento de sus organismos, asociaciones gremiales y del público en general, así como emitir recomendaciones generales, en las materias de su competencia
XIV. Proporcionar información a los usuarios, relacionada con los servicios y productos que ofrecen las instituciones financieras, y elaborar programas de difusión con los diversos beneficios que se otorguen a los usuarios
XV. Analizar y, en su caso, ordenar la suspensión de la información que induzca a error dirigida a los usuarios sobre los servicios y productos financieros que ofrezcan las instituciones financieras, así como aquella que no cumpla con las disposiciones de carácter general que la comisión nacional emita para tal efecto
XVI. Informar al público sobre la situación de los servicios que prestan las instituciones financieras y sus niveles de atención, así como de aquellas instituciones financieras que presentan los niveles más altos de reclamaciones por parte de los usuarios. Esta información podrá incluir la clasificación de instituciones financieras en aspectos cualitativos y cuantitativos de sus productos y servicios
XXI. Imponer las sanciones establecidas en esta ley
XXII. Aplicar las medidas de apremio a que se refiere esta ley
XXIII. Conocer y resolver sobre el recurso de revisión que se interponga en contra de las resoluciones dictadas por la comisión nacional
XXVI. Denunciar ante el ministerio público cuando se tenga conocimiento de hechos que puedan ser constitutivos de delitos en general y ante la secretaría cuando se trate de delitos tipificados en leyes que establezcan que el delito se persiga a petición de dicha secretaría
Así mismo, denunciar ante las autoridades competentes, los actos que constituyan violaciones administrativas y asistir al usuario que pretenda coadyuvar con el ministerio público, cuando a juicio de la comisión nacional sea víctima u ofendido por algún delito derivado de la contratación de productos o servicios financieros, cometido por las instituciones financieras, sus consejeros, directivos, funcionarios, empleados o representantes.
De lo anterior se desprende que la autoridad nunca llamo a los afectados a coadyuvar en los procesos tendientes a denunciar, proteger y apoyar con los elementos que fueren necesarios para el apoyo de las investigaciones de delitos presuntamente cometidos en contra de los afectados:
Hemos debido solicitar diversos informes a la autoridad, entre ellos el llevado a cabo por el interventor designado y que actuó durante la intervención realizada a dicha entidad, mismos que han debido exigirse ante las autoridades judiciales o a través del instituto nacional de información (INAI), poniendo la autoridad diversas excusas y argumentos para su entrega y presentación, incluso llegando al extremo de la exigencia que el propio organismo de información le impone para presentar dichos informes así como frente a la negativa constante, la suprema corte de justicia de la nación ha ordenado a la autoridad la entrega de la misma para proveer en los procesos de amparo, haciendo énfasis en que ésta sólo deberá ser conocida por el juzgador con el fin de normar su criterio para la resolución del caso.

Las anteriores disposiciones son clara evidencia de la negativa constante y recurrente y de la dilación de la autoridad para aclarar el caso, así como para ayudar a mejor proveer en forma rápida y expedita en favor de la colectividad, debiendo procurar y ver por el beneficio y salvaguarda de los intereses de la colectividad afectada, así como por los derechos humanos, que en este caso han sido violentados, con el conocimiento y beneplácito de las autoridades responsables.
La autoridad en ningún momento ha esclarecido los motivos por los que no se actuó en tiempo y forma en la defensa necesaria para propiciar la seguridad jurídica en las relaciones entre la institución financiera y usuarios de ésta, actuando a todas luces como ya hemos referido permisiva y complacientemente, respecto de los actos que conoció realizaba o llevaba a cabo la entidad financiera.

Hemos requerido las acciones sobre la intervención de la PROCURADURÍA GENERAL, mismas que a últimas fechas han girado en torno al lavado de dinero delito, del que a través de los medios conocimos, no se pudo probar dejando incluso en libertad a quienes por él se impugnaba dicho delito, lo anterior dejaría sin elementos las acciones llevadas a cabo por la CNBV ya que esta fue la razón por la que a decir de la autoridad se tomó la decisión de intervenir a FICREA, sin hacer distinción en ese momento de las operaciones que fuesen producto de lavado de dinero y aquellas que provienen de fuentes transparentes y probadas, congelando todas las inversiones y depósitos de los ahorradores, privándolos de su patrimonio, evitando su recuperación o acceso a las mismas.
Si bien es cierto que algunos procesos han sido iniciados por los afectados, éstos ni son de naturaleza colectiva ni tampoco cuentan con la información y soporte documental y probatorio necesarios para actuar en forma rápida y expedita en favor de los intereses de la citada colectividad.

en el caso de obtener sentencia o resolución favorable a alguno de estos procesos de carácter penal solo beneficiarían a quien los hubiere interpuesto, por ello la grave falta en la omisión de la autoridad habiendo dejado en estado de indefensión a la gran mayoría desertando de ejercer las acciones colectivas ante el ministerio público a que hace referencia la propia ley en su fracción XVII.
Lo que conllevaría en su caso la consecuente responsabilidad de autoridades y funcionarios públicos que complementarían los diversos señalamientos a los que se ha hecho a lo largo del presente recurso de revisión.
Recordamos, que incluso la CNBV informo que todos los documentos en que constaban las inversiones de los ahorradores seria reinvertidas en los mismos plazos y condiciones de rendimiento, habiendo comunicado lo anterior a través de medios, así como en forma personal y por escrito a los afectados que solicitaban el retiro y retorno de su patrimonio. 
Este tema adquiere particular relevancia para estas Comisiones, vistos los nefastos antecedentes habidos en el sistema, provocados por personas sin escrúpulos que lastimaron la confianza de la sociedad en estos intermediarios de carácter popular

Debe precisarse que existe un deber reforzado de debida diligencia en la supervisión de las entidades financieras como se advierte de la doctrina especializada en materia financiera, como se desprende a continuación:

“El estado de derecho es el fundamento jurídico de la responsabilidad del Estado y del Banco Central, en el ejercicio de sus funciones y relaciones con el resto de la banca comercial, hipotecaria, de inversión, de fomento y de comercio exterior”

La responsabilidad in vigilando, la inactividad material, la responsabilidad concurrente, la posición de garante y la comisión por omisión han sido los conceptos necesarios para remozar la tradicional teoría de la responsabilidad objetiva de la Administración a efectos de reconducirle la responsabilidad por daños causados por los intermediarios financieros a los inversionistas del Sistema Financiero Nacional. La dificultad de ello no ha sido poca, pues el tema en discusión pretende la imputación de responsabilidad al Banco Central por hechos de terceros que éste no ha acertado a atajar, de manera que siempre va a existir un concurso causal en el que, además, la conducta del tercero aparece como causa directa e inmediata. Por tanto, la imputación de responsabilidad in vigilando a la Administración supone necesariamente una excepción a la tradicional relación causal directa, inmediata y

exclusiva entre el acto o actuación administrativa y el daño.

Por ende, de acuerdo a la Constitución Federal y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos la deficiente supervisión por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores sí se encuentran protegidas mediante el sistema de reparaciones legales como la responsabilidad patrimonial del Estado, así como a través del juicio de amparo en que se garantizan y reparan los derechos humanos de los particulares (derecho fundamental a la propiedad).

Lo cual se robustece con la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros que sí otorga derechos subjetivos a los ahorradores como se desprende del artículo 1° de la ley en cuestión.

ARTÍCULO 1o.- La presente Ley tiene por objeto la protección y defensa de los derechos e intereses del público usuario de los servicios financieros, que prestan las instituciones públicas, privadas y del sector social debidamente autorizadas, así como regular la organización, procedimientos y funcionamiento de la entidad pública encargada de dichas funciones.
Independientemente de la doctrina y criterio judicial quien analiza y evalúa los alcances de la responsabilidad tanto de la autoridad como de los funcionarios está obligado a valorar todos los aspectos y condiciones en que se da cumplimiento al desempeño de la función pública, así como el muy puntual seguimiento y apego a las regulaciones internas, queda de manifiesto que todas las observaciones comentadas no tuvieron una resolución o actuación que con firmeza enderezara las irregularidades en que incurrió la SOCIEDAD FINANCIERA POPULAR y respecto de las cuales la autoridad fue notoriamente permisiva, en consecuencia la titular del área dependiente de la SFP debió abocarse al estudio y valoración del apego a las regulaciones de la CNBV así como a limitar y/o sancionar las acciones que iban en detrimento de los ahorradores.

A mayor abundamiento refiero a usted la violación que de los derechos humanos se originó con la irresponsable actuación de la autoridad que contempla en su texto lo siguiente:

El artículo 1° de la Constitución Federal reformado mediante decreto de 10 de junio de 2013 establece:

Art.1º. –“Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”.
Por otro lado, también se viola en perjuicio de los afectados el principio de audiencia que a la letra dice:

Las autoridades deben respetar la garantía de audiencia establecida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no sólo cuando expropien un bien, sino también cuando impongan modalidades a la propiedad privada que impliquen para el gobernado una privación definitiva en los derechos de uso, goce o disposición de aquélla, sea en materia de asentamientos humanos o en cualquiera de las señaladas en el tercer párrafo del artículo 27 de la propia Norma Fundamental, pues la obligación de respetarle al particular su derecho a defenderse contra un acto del Estado, no surge de la materia en que éste se realiza, sino de la privación definitiva que con él se haga de su libertad, propiedades,

Posesiones o derechos”

Y en relación a la Ley de Ahorro y Crédito Popular, la autoridad debió actuar en protección de los intereses de los ahorradores en tiempo y forma por haber conocido la gravedad y cantidad de las observaciones llevadas a cabo at través de la CNBV en el entendido que al haber actuado en las condiciones ya referidas el daño no hubiese existido como lo refieren los artículos que a continuación transcribimos:
“Artículo 80”.- En aquellos casos previstos en los Artículos 75, 78 y 90 de esta Ley, las personas que tengan a su cargo la administración, podrán determinar la suspensión parcial de sus operaciones o el cierre de oficinas y sucursales, con aprobación del Comité de Protección al Ahorro, debiendo tomar las medidas necesarias para que la Sociedad no celebre nuevas operaciones de ahorro y crédito y no se cubran las obligaciones a su cargo hasta en tanto se adopte algún mecanismo de los previstos en el Capítulo V del Título Tercero de esta Ley.
Artículo 105.- Las Sociedades Financieras Populares estarán obligadas a pagar al Fondo de Protección, las cuotas mensuales que determine el Comité de Protección al Ahorro.
Para dar mayor soporte a las obligaciones impuestas a la autoridad y que emanan del ejecutivo en relación a la forma y condiciones en que la propia autoridad debe cuidar y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones poniendo especial énfasis en las instituciones financieras y la forma en que estas se han conducido instruye lo siguiente:

Los actos de abuso y corrupción por parte de los administradores de las entidades financieras, comprometen la salud de las instituciones que dirigen y dañan el buen nombre de nuestro sistema financiero, por lo que deben ser prevenidos y sancionados.

Asimismo, en el propio Reglamento de Supervisión existen una amplia gama de serie de facultades-deberes de la CNBV a fin de supervisar el sistema financiero de manera integral, entre las que destacan las siguientes:

Vigilancia
Observaciones
Medidas correctivas

Ordenar la comparecencia de funcionarios o empleados de entidades financieras
Imposición de sanciones.

El servicio encomendado a los supervisores financieros es de vigilancia e inspección del mercado, con potestades de información, inspección y sancionadoras, así como de intervención de empresas en dificultades. Estas potestades otorgan derechos pero también deberes de actuación, ya sea ante infracciones a la normativa de mercado como ante situaciones de riesgo para los ahorradores que puedan afectar a la estabilidad del sistema.
Artículo 43.- La vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga la Comisión con base en las disposiciones que resulten aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la normatividad que rige a las Entidades Supervisadas o Personas, así como la estabilidad y correcto funcionamiento de las Entidades Supervisadas. El ejercicio de esta facultad podrá realizarse respecto de información ya sea general o específica que se estime necesaria o, en su caso, a través de muestras representativas y aleatorias de la documentación e información de las Entidades Supervisadas o Personas, a que se refiere este artículo.
Así mismo de acuerdo como establecen Los Principios de Basilea sobre Supervisión Bancaria:

Principio 11.

Potestades correctivas y sancionadoras del supervisor El supervisor actúa con prontitud para atajar prácticas contrarias a la seguridad y solidez o actividades que pudieran plantear riesgos para los bancos o el sistema bancario. El supervisor cuenta con una adecuada gama de herramientas de supervisión que le permite aplicar oportunas medidas correctivas.

Esto incluye la capacidad de revocar licencias bancarias o de recomendar su revocación.

Refiero que los principios que en detrimento de los afectados han sido violados y que son fuente de derecho por lo que se encuentran contenidos y previstos no sólo en la legislación nacional, sino en la de todas las naciones.
A continuación, citamos los siguientes principios generales de derecho, porque por definición nos proporcionan un criterio o condición de razón, en el que se expresa un juicio acerca de la conducta humana a seguir en determinadas situaciones. el fundamento de estos principios es la propia naturaleza humana racional, social y libre, ellos expresan el comportamiento que conviene al hombre seguir, en orden a su perfeccionamiento como ser humano. 
Su cumplimiento por ende es necesario y la obligatoriedad de dichos principios no depende del reconocimiento o sanción de la autoridad política, sino que define el propio comportamiento que la razón descubre. con el encuentro que la razón humana hace de ellos, su afianzamiento va descansando en la promulgación de leyes con una sanción, pero no por este hecho cambian o son inexistentes, en esta condición nos obliga a todos, aun cuando su cumplimiento se asegura por la coacción del poder público por tanto obliga al individuo tanto como al estado o a la autoridad.
Es este sentido estimamos que sin duda se ha violado un principio de derecho que da sustento a la justicia, es decir dar a cada quien lo suyo o lo que le corresponde, lo anterior contempla una obligación, en este caso para el estado, ya  que como es, incluso habiendo hecho uso de su facultad la autoridad para intervenir a FICREA S.A. DE C.V. DE S.F.P., se subroga en los derechos y obligaciones de dicha entidad adquiriendo la obligación de dar cumplimiento a las  responsabilidades que la misma tuviese con todos sus ahorradores y/o inversionistas; dicha intervención contemplaba para dar cumplimiento a dichas obligaciones, la continuación supervisada y vigilada, acotándola a las decisiones o determinaciones del interventor  nombrado por la autoridad, cuya principal obligación era responder por las condiciones en que debía retornar el capital y los intereses a los afectados, habiendo actuado contrariamente a todos ellos, suspendiendo toda operación tendiente a la recuperación de la cartera, como ya se mencionó. 
Es bien sabido que toda empresa que suspende en forma absoluta sus actividades, pierde valor en ese mismo instante. 

Ahora bien, de existir delito alguno u operaciones de naturaleza ilícita  como ya habían sido identificadas por la autoridad antes de causar el daño irreparable a los afectados; debieron haber acotado las actividades y funciones de la entidad, así como separado aquellos actos contrarios a la ley para asegurar en primer término y en forma inmediata la devolución  o retorno de la cartera a dicha entidad, estimando que esta obligación de la autoridad para con los afectados no ha sido ni prevista, ni cumplida, escindiéndose de la responsabilidad que tiene con todos nosotros, faltando a la justicia y al principio referido. no solo no devolviendo aquello que nos pertenece sino permitiendo su deterioro, descontrol y devaluación; hechos de los que es total y absolutamente responsable la autoridad, en virtud de que cómo se demuestra, los estados financieros presentados por la entidad y sancionados por la propia comisión nacional bancaria y de valores, arrojaron más de $6,000,000,000.00 (seis mil millones) de pesos y el comunicado oficial del interventor designado al que ya nos referimos, certificó el 5 de diciembre de 2014 más de $7,000,000,000.00 (siete mil millones) de pesos cantidad suficiente para retornar el dinero con sus intereses a los usuarios de los servicios financieros y/o afectados. 
A la fecha sin haber transparentado dichas cuentas, la autoridad ha manifestado que en la cartera hay $3,200,000,000 (tres mil doscientos millones) de pesos y $627,000,000 (seiscientos veintisiete millones) de pesos líquidos. 
Es más que claro, que la autoridad está siendo omisa, negligente, así como acusando dolo en su obligación de reintegrar el capital invertido a cada uno de los afectados.
Este principio ha sido vulnerado por el mismo estado ya que es su obligación es brindar seguridad jurídica a sus gobernados, tanto para nuestra persona como para nuestros bienes y estos derechos no serán violentados y en caso de que así llegase a suceder, éstos serán asegurados, protegidos y reparados por el mismo estado.

Depositamos nuestra confianza y los ahorros de nuestro esfuerzo en FICREA, regulada y supervisada por la comisión nacional bancaria y de valores (CNBV), así como por CONDUSEF, como se encuentra establecido en el artículo 2 de la propia ley de la comisión que a continuación se transcribe:

“ARTÍCULO 2.- la comisión tendrá por objeto supervisar y regular en el ámbito de su competencia a las entidades integrantes del sistema financiero mexicano que esta ley señala, a fin de procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así como mantener y fomentar el sano y equilibrado desarrollo de dicho sistema en su conjunto, en protección de los intereses del público. También será su objeto supervisar y regular a las personas físicas y demás personas morales, cuando realicen actividades previstas en las leyes relativas al citado sistema financiero.”

Así como también se encuentra establecido en la ley para regular las actividades de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, establece en su artículo primero fracción III:

“ARTÍCULO 1. la presente ley es de orden público, interés social y observancia general en todo el territorio nacional. Esta ley reconoce, que en términos del artículo 25 de la constitución política de los estados unidos mexicanos, las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo son integrantes del sector social de la economía, y tiene por objeto:

I. Regular, promover y facilitar la captación de fondos o recursos monetarios y su colocación mediante préstamos, créditos u otras operaciones por parte de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo con sus socios;
II. Regular, promover y facilitar las actividades y operaciones de estas últimas, su sano y equilibrado desarrollo;
III. Proteger los intereses de los socios ahorradores, y
IV. Establecer los términos en que el estado ejercerá las facultades de supervisión y regulación y sanción, en términos de la presente ley.”
De lo anterior, es de destacarse que la CNBV incurrió en una falta grave al no supervisar y no regular su función para lograr la estabilidad y el correcto funcionamiento de dicha institución financiera, violando sus propias regulaciones a las  que debió sujetarse, respecto de  los demás entes reguladores del sistema financiero, lo que indica que aun existiendo un marco normativo, es el mismo estado quien transgrede esos derechos e incumple obligaciones al violentar nuestra seguridad jurídica, no acatando las normas que nos regulan y los derechos que por ley deben ser respetados pasando por encima de dichas normas y derechos.
La reforma constitucional en materia de derechos humanos que entró en vigor en junio de 2011, colocó en el centro de la actuación del estado mexicano la protección y garantía de los derechos humanos reconocidos en la constitución y en los tratados internacionales ratificados por éste. por ello, se trata de una reforma que impacta de manera sustantiva en la labor de todas las autoridades del país, toda vez que deben hacer efectiva la aplicación de la totalidad de las obligaciones reconocidas constitucionalmente.
El principio pro-persona debe enfocar el criterio hermenéutico fundamental para la protección efectiva de las personas. Este principio fue integrado en nuestro ordenamiento jurídico a través de la reforma constitucional publicada el 10 de junio de 2011, la cual sienta las bases para un verdadero replanteamiento de la forma de entender el sistema jurídico mexicano a partir de la reconcepción y reposicionamiento de los derechos humanos. el eje central de esta reforma es el artículo 1º de la constitución política de los estados unidos mexicanos, pues contiene una serie de mandatos específicos que, dirigidos a todas las autoridades, han de entenderse en vinculación con todas las normas nacionales e internacionales que constituyen nuestro ordenamiento jurídico.
Entre dichos mandatos destaca la incorporación del principio pro-persona, en el párrafo segundo del artículo 1º constitucional.
Busca la interpretación y aplicación de las normas que en su amplitud y/o restricción deben contener o perseguir el único objetivo de la debida protección e interpretación de los derechos de los seres humanos, es decir legislar y resolver en todos los ámbitos judicial, legislativo o ejecutivo, implica velar por la protección, seguridad y bienestar del individuo luego entonces es de suponer que si la autoridad sea cual fuere no vela por la persona teniendo las herramientas para ello, el estado y la ley pierden objeto y razón fundamental de existencia por la inacción, omisión, negligencia o criterio errado en la protección que deben a los derechos fundamentales y no es lógico ni razonable esgrimir que en su protección o defensa por un lado se reconozcan y por el otro se niegue su correcta y obligada aplicación.
“TODAS LAS AUTORIDADES DENTRO DEL ÁMBITO DE SUS COMPETENCIAS SE ENCUENTRAN OBLIGADAS NO SÓLO A VELAR POR LOS DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN MEXICANA, SINO TAMBIÉN EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES CELEBRADOS A LOS QUE SE ENCUENTRE SUJETO NUESTRO PAÍS,”
Por otra parte es importante referir que en relación al principio de beneficio, este se considera como el provecho que indirectamente recibe el contribuyente por el destino que da a la recaudación o carga impositiva de los ahorros e inversiones, que en este caso son los impuestos que generó y cobró el estado por concepto de las inversiones y/o ahorros que los afectados llevamos a cabo dentro de la entidad financiera. También se aplicó al contribuyente claramente el principio de proporcionalidad que exige que la carga impositiva derivada del gasto público se ajuste a nuestra capacidad contributiva.

Es claro que en nuestra condición de gobernados cumplimos en todo momento con el pago y retención de los impuestos que generaron nuestras inversiones y ahorros, las que en forma automática son descontadas y/o retenidas del producto de la inversión.  

Ahora bien, de acuerdo a este principio las obligaciones fiscales deben estar fundadas en los beneficios recibidos, así como, en el disfrute de los diversos servicios que debe prestar el estado. En este sentido estimamos que como señala Alessi: esta obligación del estado para con los gobernados debe ser “uti uni versi”  es decir,  de beneficio para todos sin distinguir la cantidad de utilidad o beneficio que cada ciudadano obtiene.

Bajo esta premisa las retenciones o impuestos que lleva a cabo el estado en el porcentaje que este estime conveniente, tienen la finalidad de proteger, asegurar, vigilar y defender a los ciudadanos en el caso que nos ocupa dando cabal y puntual seguimiento a las operaciones que  llevo  a cabo FICREA S.A. DE C.V. DE S.F.P., estableciendo en consecuencia las acciones que resguardarían  nuestros intereses incluso por haber tenido conocimiento de dichas acciones con antelación, sin haber procurado ni actuado consecuentemente con sus facultades y recursos mismos que son proporcionados y que derivan de la carga impositiva mencionada a los gobernados los que evidentemente son financiados o soportados por los impuestos que los ciudadanos erogamos para la defensa y protección de nuestros intereses, así pues dicho principio interpretado a contrario sensu, deja claro que la autoridad en forma evidente actúa muy puntualmente en la exigencia de la recaudación que lleva acabo pero es ciega para la defensa y protección de los derechos a sus gobernados.
Finalmente, con base a lo expuesto en la presente denuncia, se puede apreciar la actividad administrativa irregular,  ocasionada en síntesis y en última instancia, por la negligente, deficiente, insuficiente, indolente, relajada e inexcusable supervisión, vigilancia e inspección, por parte de la comisión nacional bancaria y de valores, perteneciente a la secretaría de hacienda y crédito público, sobre las operaciones y actividades llevadas a cabo de manera irregular, ilegal, de mala fe, dolosa y hasta tal vez fraudulenta, por los funcionarios, accionistas, directores y empleados de FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., en daño, perjuicio y detrimento directo de todos los ahorradores e inversionistas defraudados (más de 6,700 familias mexicanas) quienes, confiando en  que se trataba, como de hecho y de derecho tenía que ser, de una entidad regulada, inspeccionada, fiscalizada y auditada por las autoridades competentes, depositamos nuestra confianza en la citada sociedad financiera popular.

La comisión nacional bancaria y de valores incurrió en lo que jurídicamente se conoce como omisión y comisión por omisión, por haberse abstenido de actuar y de ejercer conforme a derecho y de acuerdo a la normatividad legal y reglamentaria del estado mexicano a que dicha autoridad se encuentra  taxativamente sujeta, sus funciones de inspección, vigilancia, fiscalización, auditoría y medidas prudenciales sujetas a protocolos internacionales para la detección y sanción temprana de las más insignificantes irregularidades que pudiera tener en sus operaciones el ente fiscalizador.

Dichas conductas realizadas por la comisión nacional bancaria y de valores, han dado lugar de manera directa a los daños y perjuicios materiales y morales causados a los ahorradores y defraudadas ahora quejosas (6,700 familias).

En este tenor, y como ya se estableció, los ahora quejosas realizamos operaciones financieras de ahorro e inversión en FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P., sin que en la fecha en que las ejecutamos, se hubiera publicado por parte de las autoridades encargadas de la supervisión y regulación de las operaciones financieras, algún boletín informativo que alertara al público ahorrador e inversionista de que habían detectado operaciones irregulares, a efecto de que los ahora quejosas pudiéramos tomar las medidas providentes a fin de salvaguardar nuestro patrimonio.

Por tanto, confiamos en que las autoridades tanto administrativas, como financieras hacendarias, estaban actuando adecuadamente en los actos de vigilancia y supervisión en términos de ley.

En vista de lo anterior, y no quedándole más remedio a la comisión nacional bancaria y de valores, aún y cuando esto fue realizado muy tardíamente porque el daño ya estaba hecho, con fecha 23 de diciembre de 2014 se publicó en el diario oficial de la federación el oficio mediante el cual se le revocó a FICREA, S.A. DE C.V., S.F.P. la autorización que se le había otorgada para operar como sociedad financiera popular ordenando asimismo liquidar los activos de dicha sociedad, sin que en dicha resolución se den a conocer con precisión los elementos que le sirvieron de motivo y fundamento para arribar a tal resolución.
Respecto de autoridades y funcionarios públicos se debe remarcar que solicitamos las acciones omisas o negligentes e indolentes que se pudieran traducir y de los que se deduzcan responsabilidades en el ejercicio de sus funciones en contra de las autoridades o funcionarios, a través de esa SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA se hallan o lleven a cabo y permitan la declaración de su probable culpabilidad por los hechos y actos que corresponda atribuírseles.

EL ARTÍCULO 7 numeral 1 incisos a y b de la convención de las naciones unidas contra la corrupción dispone que el nombramiento de servidores públicos estará “basado en principios de eficiencia y transparencia y en criterios objetivos, como el mérito la equidad y la aptitud e incluirá procedimientos adecuados de selección y formación de los titulares de cargos que se considere especialmente vulnerables a la corrupción”.

A mayor abundamiento se citan los siguientes artículos de la ley federal de responsabilidades administrativas de los servidores públicos:

ARTICULO 7.- Será responsabilidad de los sujetos de la ley ajustarse, en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, a las obligaciones previstas en ésta, a fin de salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en el servicio público. 

De la ley federal de responsabilidades administrativas de los servidores públicos el artículo 8 fracción I que establece como obligación básica de quien trabaja para la administración pública federal. 

FRACCIÓN I: “cumplir con el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo cargo o comisión”.

FRACCIÓN XXIV.- Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público.
Finalmente, toda la información observaciones y documentos que se hace referencia a lo largo del presente escrito se encuentran en poder de la CNBV, así como en los diversos informes que a través de medios electrónicos se pueden consultar

Por lo anteriormente expuesto solicito ante usted atentamente.
PRIMERO. - Con fundamento en el artículo 80, fracción I, párrafo octavo del Reglamento Interno de La Secretaria de la Función Pública y demás aplicables, que a la letra dice “instruir los recursos de revisión que se hagan valer en contra de las resoluciones de inconformidades e investigaciones de oficio”
SEGUNDO. - Por lo anteriormente fundado solicito a usted, analizar, estudiar y/o evaluar la petición contenida en el presente recurso.
TERCERO. - Resolver de conformidad, iniciando en todo caso los procesos en contra de las autoridades y/o funcionarios públicos que resultaran responsables de las omisiones referidas en el presente escrito.
México Distrito Federal a ___ del ____ de ____
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NOMBRE Y FIRMA
C.c.p.- Para el Sr. Presidente Enrique Peña Nieto, Titular del Ejecutivo de la República 

C.c.p.- Para Secretario Luis Videgaray Caso Titular de Secretaría de Hacienda y Crédito Público
C.c.p.- Para el Lic. Luis Raúl González Pérez  Titular de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
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